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La participación de las mujeres en el mercado la-
boral es condición necesaria pero no suficiente
para su empoderamiento económico debido a las
desventajas y las desigualdades que histórica-
mente ellas enfrentan. Por ello es imprescindible
la acción del Estado con políticas orientadas a su-
perar las restricciones que les impiden una inser-
ción laboral en empleos de buena calidad, es
decir, formales, con buenos salarios y condicio-
nes de empleo decentes.

En el presente documento se presenta la revisión
del marco jurídico e institucional relacionado con
la igualdad de género y la situación laboral de las
mujeres en México y se hace una síntesis de las
políticas y los programas vigentes que contribu-
yen a su empoderamiento económico. La mayoría
de los programas que buscan favorecer la inser-
ciónfemenina en el mercado laboral se inscriben

entre las estrategias de combate a la pobreza y de
generación de ingresos mediante la implementa-
ción de proyectos productivos de pequeña escala.

Se constata un claro predominio de las acciones
dirigidas hacia las mujeres en las que subyace la
idea de que si ellas son la “población objetivo”,
ya se ha cumplido con la incorporación del enfo-
que de género. Si bien la cantidad de programas
que tienen como objetivo la igualdad de género
es muy reducida y sus alcances e impactos son
muy limitados, para algunas mujeres representan
la oportunidad de tener un ingreso, organizarse y
establecer relaciones sociales más allá del ámbito
doméstico. Una de las mayores omisiones, si no la
principal, de las políticas públicas para la igual-
dad de género es la inexistencia de políticas de
conciliación entre el trabajo en el mercado y las
responsabilidades familiares.

Resumen

1 Mujer y Medio Ambiente, A. C.
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1. Introducción
Este documento es parte del Proyecto “Promo-
viendo el empoderamiento económico de las mu-
jeres a través de mejores políticas” que se lleva a
cabo en Argentina, Bolivia, Chile, Ecuador, El Sal-
vador, México, Nicaragua y Uruguay. Su objetivo
es identificar las políticas que podrían promover
el empoderamiento económico de las mujeres en
México, atendiendo las restricciones “intrínsecas”
e “impuestas” que ellas enfrentan en la sociedad
y en el mercado laboral.

En la primera parte se hace referencia al marco
conceptual que guía el análisis de las políticas y

los programas relacionados con la inserción de
las mujeres en el mercado laboral y que se pro-
ponen la igualdad de género en ese ámbito. En la
segunda parte se hace una revisión de la evolu-
ción de las políticas para la igualdad de género
en México y del marco institucional en el que se
implementan. En la tercera parte se lleva a cabo
un recuento de las leyes relacionadas con la situa-
ción laboral de las mujeres y en la cuarta se pre-
senta una revisión de los principales programas
que se relacionan con su empoderamiento. El do-
cumento finaliza con conclusiones y sugerencias.
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2 Otro principio organizador basado en la clasificación por las características físicas es el racial. Tanto el género como la etnia y la clase social consti-
tuyen otros ejes sobre los que se construyen las desigualdades sociales. “Las desigualdades de género en intersección con otras formas de desigual-
dad socioeconómica, incluyendo clase, casta, raza, etnia, ubicación y otras, exacerban las injusticias asociadas con ellas” (Kabeer, 2012).
3 Igualdad de género significa iguales oportunidades, derechos y responsabilidades para hombres y mujeres. La igualdad de oportunidades “define
que las diferencias entre hombres y mujeres no tengan un significado discriminatorio, por ello el concepto de igualdad real que se promueve, se opone
al trato desigual en situaciones idénticas, no se refiere al trato diferente ante situaciones de hecho diferentes” (Convención sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer, CEDAW por su sigla en inglés, de 1979).

El género es uno de los más determinantes prin-
cipios organizadores de la sociedad2 que ordena
y jerarquiza las relaciones sociales sobre la base
de determinadas prácticas, símbolos, normas e
instituciones. El mayor valor social que se atribuye
a las características y actividades de los hombres
ha dado lugar a una organización social y a un
sistema de relaciones en el cual las mujeres se
encuentran en posición de desventaja en el ac-
ceso a los recursos, las oportunidades, la toma de
decisiones y el poder. El análisis de género mues-
tra que las ideas, las creencias y las normas de
comportamiento dan lugar a la división sexual del
trabajo y los estereotipos de género y determinan
la participación diferenciada de mujeres y hombres.

En el ámbito doméstico la división sexual del tra-
bajo y los estereotipos de género definen los me-
canismos de toma de decisiones, las actividades
de los miembros del hogar, sus opciones educa-
tivas y de uso del tiempo, así como el acceso a
los recursos. Las decisiones en esta esfera influ-
yen en la oferta y la composición de la fuerza de
trabajo. En el ámbito económico, el rol exclusiva-
mente doméstico y de cuidado que se atribuye a
las mujeres y el rol proveedor que se asigna a los
hombres define el lugar que ambos ocupan en el
mercado de trabajo en cuanto al acceso, expre-
sado en la proporción de mujeres y hombres que
participan; define también las formas en que ellas

2. Marco conceptual para el análisis
se incorporan a dicho mercado, expresadas en el
tipo de ocupación, la categoría ocupacional y el
sector de actividad, y la manera en que se les re-
tribuye, que se expresa en las diferencias salaria-
les entre mujeres y hombres. En los ámbitos
político y cultural las ideas y las creencias y la di-
visión sexual del trabajo definen las esferas de ac-
ción de mujeres y hombres y se expresan en la
exigua proporción de mujeres en la toma de de-
cisiones y su baja representación en la mayoría
de las manifestaciones culturales y posiciones po-
líticas y de poder.

A pesar de los aportes que las economistas femi-
nistas han hecho para mostrar los vínculos sisté-
micos entre género y economía, el argumento de
que la economía es neutral con respecto al gé-
nero aún persiste en las visiones dominantes en
el análisis y las políticas (PNUD, 2010). Las ac-
ciones estatales no juegan un papel neutro en la
construcción de las relaciones entre mujeres y
hombres, ya que mediante determinadas políticas
o por ausencia de ellas, es decir, con las acciones
y no acciones, el Estado tiende a reproducir el sis-
tema de discriminación y desigualdades a menos
que se proponga explícitamente su superación.
No bastan las políticas públicas hacia la mujer, es
necesario que esas políticas tengan una pers-
pectiva de género y se planteen como objetivo la
igualdad entre hombres y mujeres3.
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La incorporación del género en las políticas pú-
blicas se refiere a la intención y la voluntad explí-
cita de los gobiernos de promover una
redistribución entre géneros en términos de dere-
chos, de participación en las esferas de decisión
y en las posiciones de poder y autoridad, de asig-
nación de los recursos públicos y de valoración
equitativa del trabajo. Tal enfoque implica dispo-
ner de conocimiento e información en el ámbito
de acción estatal sobre las diferencias entre hom-
bres y mujeres y anticipar los efectos de las polí-
ticas públicas en términos de una mayor
igualdad. Asimismo, el enfoque de género supone
no solo la formulación de políticas para las muje-
res, sino que todas las políticas han de tener ese
enfoque para incidir realmente en su situación y
contribuir a su empoderamiento.

El concepto de empoderamiento económico
adoptado en este documento se basa en Kabeer
(2012) y se refiere tanto a aspectos económicos
como sociales. Desde la perspectiva económica
esta autora retoma la definición de Golla et al.
(2011): “La capacidad para tener éxito y avanzar
económicamente, y el poder para tomar y ejer-
cer decisiones económicas.” Para lograr el em-
poderamiento económico se requieren iniciativas
enfocadas a expandir las oportunidades econó-
micas, el acceso y el control igualitario sobre los
recursos económicos y el fortalecimiento del es-
tatus legal y los derechos de las mujeres, y la eli-
minación de las desigualdades de género
estructurales en el mercado laboral, incluyendo
una mejor distribución del trabajo de cuidado no
remunerado. Si bien el acceso al mercado labo-
ral es una primera etapa, por sí solo no asegura
el empoderamiento económico de las mujeres.
Las fuerzas del mercado por sí mismas no anu-
lan las desigualdades en las reglas, las normas,
los valores y las elecciones que perpetúan las

desventajas históricas que ellas enfrentan; más
aún, sin medidas que las contrarresten las des-
igualdades estructurales tienden a reprodu-
cirse y profundizarse.

Desde la perspectiva social, el empodera-
miento incluye muchos aspectos de la vida de
las mujeres, cada uno importante por sí mismo
y en su interrelación con los otros. El empode-
ramiento implica el sentido de identidad social
y autovaloración de las mujeres; su voluntad y
capacidad para cuestionar su estatus subordi-
nado, para ejercer el control sobre la propia
vida y renegociar sus relaciones con otros; y su
habilidad para participar, en términos de igual-
dad con los hombres, en la transformación de
la sociedad en la que viven para lograr una dis-
tribución justa y democrática del poder y las
posibilidades.

La situación de desigualdad laboral y discrimi-
nación que enfrentan cotidianamente las muje-
res se origina en un conjunto de restricciones
de género que operan en todos los ámbitos y
contribuyen a limitar su empoderamiento. En
este documento se retoma el marco teórico
desarrollado por Kabeer (2008, 2012) que pro-
pone la idea de “estructuras de restricción” y
distingue dos tipos: intrínsecas e impuestas.

Las restricciones intrínsecas se refieren a las
reglas, las costumbres, las creencias y los va-
lores que caracterizan las relaciones sociales y
familiares y definen los modelos dominantes de
masculinidad y feminidad. Con base en estos
modelos se asigna a mujeres y hombres, niñas
y niños diferentes roles y responsabilidades,
adjudicando generalmente un menor valor a las
habilidades, las aptitudes y las actividades
convencionalmente definidas como “femeninas”.
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Las restricciones impuestas se asocian a los
Estados y los mercados, instituciones que son
supuestamente impersonales pero que en rea-
lidad se constituyen en portadoras de género

cuando expresan y reproducen ideas precon-
cebidas de masculinidad y feminidad como as-
pectos rutinarios de sus reglas, procedimientos y
prácticas, y no como construcciones sociales.
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3. Las desigualdades de género
en la agenda gubernamental en México

La inclusión de las desigualdades de género en la
agenda pública y en la agenda institucional4 es
resultado de décadas de formulaciones teóricas,
investigaciones, estudios y acciones de los movi-
mientos feministas y de mujeres. A este esfuerzo
se debe la inclusión de las desigualdades de gé-
nero en la agenda de los organismos internacio-
nales, en particular de las Naciones Unidas,
resultado de un largo proceso de legitimación del
tema como un problema público que requiere la
intervención estatal. La adhesión de México a los
principales instrumentos internacionales relativos
a la igualdad de género y a la no discriminación5
se ha materializado en un marco jurídico y una
institucionalidad para la igualdad de género y en
la formulación de planes, políticas, programas y
acciones orientados a revertir las desigualdades
entre mujeres y hombres.

Desde la Primera Conferencia Mundial del Año In-
ternacional de la Mujer de las Naciones Unidas
realizada en 1975 en México, se registran avan-
ces sustanciales en el tratamiento de las des-
igualdades de género y en la necesidad de la
intervención estatal. Sin embargo, es a partir de

la IV Conferencia Mundial de las Mujeres de Bei-
jing de 1995 y de la adopción de la Declaración y
Plataforma de Acción de Beijing que se observa
en el país un decidido impulso a la creación de
mecanismos, programas y leyes relativas al “ade-
lanto de las mujeres” y la disminución de las in-
equidades de género. Este impulso se concretó
en un instrumento que integra y articula las políti-
cas públicas para la igualdad de género denomi-
nado Programa Nacional de la Mujer 1995-2000
Alianza para la Igualdad, que retoma los plantea-
mientos específicos de la Plataforma de Acción
de Beijing, creando una institucionalidad ade-
cuada para abordar las desigualdades que afec-
tan a las mujeres: la Coordinación General de la
Comisión Nacional de la Mujer (CONMUJER)
como organismo encargado de su gestión. En
1997 se creó la Comisión de Equidad de Género
de la Cámara de Diputados que constituye otro
avance importante para la promoción de la inclu-
sión de la perspectiva de género en las leyes, los
programas y las políticas públicas.

4Las agendas públicas están integradas por todos los asuntos que los miembros de una comunidad política perciben como de legítima preocupación
y merecedores de la atención pública. La agenda institucional, por su parte, está constituida por el conjunto de problemas, demandas y asuntos explí-
citamente aceptados, ordenados y seleccionados por los encargados de tomar decisiones, como objetos de su acción (Cobb y Elder, 1986; Cobb y Ross,
1976, citados por Aguilar, 1993).

5Entre otros: la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por su sigla en inglés) de 1979 y su
Protocolo Facultativo; el Programa de Acción Regional para las Mujeres de América Latina y el Caribe de 1994; la Declaración y Programa de Acción
del Cairo de 1994; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer de 1994; la Plataforma de Acción de
Beijing de 1995; los Objetivos de Desarrollo del Milenio de 2000; el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer
y la Equidad e Igualdad de Género de 2000; el Consenso de México de 2004; el Consenso de Quito de 2007; y el Consenso de Brasilia de 2010.
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El marco jurídico e institucional para la igualdad de
género

El Artículo 1º de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, reformado en 2011, es-
tablece: “Todas las personas gozarán de los
derechos humanos reconocidos en la Constitución
y en los tratados internacionales de los que el Es-
tado mexicano sea parte”; y prohíbe “toda discri-
minación motivada por origen étnico o nacional, el
género, la edad, las discapacidades, la condición
social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil
o cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los
derechos y libertades de las personas.” El Artículo
4º establece que los hombres y las mujeres son
iguales ante la ley. Actualmente las acciones para
reducir las asimetrías entre mujeres y hombres son
una obligación de las instituciones públicas y un
mandato de muchos organismos internacionales.

La promulgación en 2001 de la Ley del Instituto
Nacional de las Mujeres dio lugar a la creación del
Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES)
como institución rectora de la política de género a
nivel federal. Esta instancia tiene como objetivo
promover y fomentar las condiciones que permi-
tan la no discriminación, la igualdad de oportuni-
dades y de trato entre los géneros, así como el
ejercicio pleno de todos los derechos de las mu-
jeres y su participación equitativa en la vida polí-
tica, cultural, económica y social del país, bajo
criterios de transversalidad en las políticas públi-

cas, a partir de la ejecución conjunta y coordinada
de programas y acciones desde la perspectiva de
género, y del federalismo para el fortalecimiento
de las dependencias responsables de la equidad
de género en los diferentes órganos de gobierno,
y el fortalecimiento de los vínculos entre los tres
poderes –ejecutivo, legislativo y judicial–.

La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres de 2006 “sienta las bases jurídicas para
la coordinación, colaboración y concertación
entre los tres órdenes de gobierno para garanti-
zar la igualdad sustantiva, eliminando toda forma
de discriminación basada en las diferencias se-
xuales” (INMUJERES, 2007) y pone el énfasis en la
transversalidad como estrategia principal. Su texto
estipula que la igualdad entre mujeres y hombres
implica la eliminación de toda forma de discrimi-
nación que se genere en cualquier ámbito por
pertenecer a cualquier sexo y promueve el em-
poderamiento de las mujeres, entre otras formas,
mediante acciones afirmativas y la aplicación de
criterios de transversalidad de género en todas
las políticas públicas, los programas y los pro-
yectos específicos. Para ello asigna responsabili-
dades concretas al Gobierno Federal, a las
entidades federativas y a los municipios, con én-
fasis en la coordinación de acciones para que la
política nacional en materia de igualdad encuen-
tre un terreno propicio para su desarrollo. Por
mandato de esta ley y para cumplir con sus obje-
tivos se crearon tres instrumentos: el Sistema Na-
cional de Igualdad6 y el Programa Nacional para
la Igualdad entre Mujeres y Hombres, ambos bajo

6 El Sistema Nacional de Igualdad es el conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones funcionales, métodos y procedimientos que estable-
cen las dependencias y las entidades de la Administración pública federal entre sí, con las organizaciones de los diversos grupos sociales y con las
autoridades de los Estados, el Distrito Federal y los municipios, a fin de efectuar acciones de común acuerdo, destinadas a la promoción y procuración
de la igualdad entre mujeres y hombres. La ley indica que el Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres tomará en cuenta las nece-
sidades de los Estados, el Distrito Federal y los municipios, así como las particularidades de la desigualdad en cada región. Este programa deberá in-
tegrarse al Plan Nacional de Desarrollo, así como a los programas sectoriales, institucionales y especiales a que se refiere la Ley de Planeación.
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la responsabilidad del INMUJERES, y la Obser-
vancia en Materia de Igualdad y Ley General para
la Igualdad entre Mujeres y Hombres, cuya res-
ponsabilidad se asigna a la Comisión Nacional de
Derechos Humanos (CNDH)7 para el seguimiento,
la evaluación y el monitoreo de la Política Nacio-
nal en Materia de Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres (INMUJERES, 2014 a).

Otro instrumento para la igualdad entre mujeres y
hombres es el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración. En 2008, mediante una reforma del Ar-
tículo 15º de la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres se incorporó al presupuesto
un anexo que asigna fondos etiquetados para la
igualdad entre hombres y mujeres para su aplica-
ción en los programas de la Administración pú-
blica en el nivel federal8. Posteriormente, en 2012,
se estableció la obligación de incorporar a los
presupuestos de egresos de las entidades fede-
rativas la asignación de recursos para las políti-
cas de igualdad de género.

El Presupuesto de Egresos de la Federación es-
tablece que el Ejecutivo federal impulsará la igual-
dad de oportunidades entre mujeres y hombres
por medio de la incorporación de la perspectiva
de género en el diseño, la elaboración, la aplica-
ción, el seguimiento y la evaluación de los resul-
tados de los programas. Para ello las
dependencias y las entidades deberán conside-
rar elementos tales como: reflejar la incorporación
de la perspectiva de género en la matriz de indi-

cadores de resultados, desagregar por sexo tanto
la población atendida como los indicadores y fo-
mentar la perspectiva de género en el diseño y la
ejecución de programas, aun cuando no estén es-
pecíficamente dirigidos a solventar desigualda-
des en este aspecto. El presupuesto prevé
también la creación de las Unidades de Género
en las instituciones de la Administración pública
federal. En 2013, 11 de las 17 dependencias del
Gobierno federal contaban con una Unidad de
Género dedicada a promover e implementar ac-
ciones para fomentar una cultura organizacional
con enfoque de género y no discriminación, y
contribuir a la transversalidad de género en el di-
seño, la programación, la presupuestación, la eje-
cución y la evaluación de políticas públicas. El
Programa Nacional para la Igualdad de Oportuni-
dades y No Discriminación contra las Mujeres
2013-2018 (PROIGUALDAD) estableció como
meta para el año 2018 la creación o el fortaleci-
miento, a nivel de alta dirección, de 25 Unidades
de Género en la Administración pública federal.
Con este fin, en 2014 se etiquetaron 34,3 millones
de pesos en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el fortalecimiento o la creación de
11 Unidades de Género (INMUJERES, 2014 b).

La insuficiencia en los resultados de las políticas
para la igualdad de género es reconocida por el
INMUJERES, como se puede apreciar en el si-
guiente párrafo: “A pesar del avance en la legis-
lación que tutela los derechos de las mujeres,
estas todavía no pueden ejercerlos plenamente

7 Hasta 2014, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) había elaborado seis Informes Especiales en materia de igualdad entre mujeres
y hombres, correspondientes a los años comprendidos entre 2007 y 2012, en los que se analizan y evalúan las acciones emprendidas por las y los in-
tegrantes del Sistema de Igualdad y se sugieren propuestas para dar cumplimiento a la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (CNDH,
2014).

8 A partir de la inclusión del anexo de programas con gasto etiquetado en el Presupuesto de Egresos de la Federación, las erogaciones para mujeres y
la igualdad de género han mantenido una tendencia de incremento en cada ejercicio fiscal, pasando de 7 mil millones de pesos en 2008, distribuidos
en 65 programas presupuestarios, a 21 mil millones en 2014, distribuidos en más de 100 programas (CEAMEG, 2014; SHCP, 2014).
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por la situación en la que se encuentran inmersas.
La discriminación y la violencia que viven las mu-
jeres y las niñas mexicanas, y de las cuales hay
contundentes evidencias estadísticas, impiden o
limitan su inserción en el desarrollo nacional, en
condiciones de igualdad de oportunidades y de
no discriminación en relación con los varones”
(INMUJERES, 2014 a). No obstante, tal reconoci-
miento no dio lugar a una investigación para in-
dagar cuáles han sido las dificultades y los
obstáculos para el logro de la igualdad de género
y las razones de los resultados insatisfactorios
con el fin realizar los cambios necesarios.

En lo que se puede interpretar como un intento de
corregir o mejorar las políticas, en 2008 se creó el
Programa de Fortalecimiento de la Transversali-
dad de la Perspectiva de Género con el objetivo
de impulsar las acciones en las Administraciones
estatales y municipales9. Este programa hace ex-
plícita la intención de “contribuir a la instituciona-
lización de la perspectiva de género en las
políticas públicas y en la cultura institucional, por
medio de actividades que coordinen y promuevan
los mecanismos para el adelanto de la mujer en
las entidades federativas y los municipios y que
estén orientadas a desarrollar sus capacidades,
disminuir la discriminación contra las mujeres y
las desigualdades entre mujeres y hombres” (IN-
MUJERES, 2014 a). Si bien la creación de los ins-
titutos estatales y municipales de las mujeres
representa la oportunidad de actuar en el plano
local con un mayor conocimiento de las necesi-
dades y las aspiraciones de las mujeres, estas

instancias aún no cuentan con recursos suficien-
tes para tener un impacto sustantivo en las des-
igualdades de género.

Por su parte, la Ley de Planeación establece la
formulación del Plan Nacional de Desarrollo (PND),
el cual “precisará los objetivos nacionales, estrate-
gia y prioridades del desarrollo integral y sustenta-
ble del país, contendrá previsiones sobre los
recursos que serán asignados a tales fines; de-
terminará los instrumentos y los responsables de
su ejecución, establecerá los lineamientos de po-
lítica de carácter global, sectorial y regional; sus
previsiones se referirán al conjunto de la actividad
económica, social y cultural, tomando siempre en
cuenta las variables ambientales que se relacio-
nen a éstas y regirá el contenido de los progra-
mas que se generen en el sistema nacional de
planeación democrática”10.

La Ley de Planeación incorpora como principio la
perspectiva de género en las dependencias de la
Administración pública federal y estipula la obli-
gación de los responsables de las Secretarías de
Estado (Ministerios) de informar anualmente sobre
el impacto específico y diferencial en mujeres y
hombres de la aplicación de los instrumentos de
política económica, social, ambiental y cultural. La
planeación estará basada en “la perspectiva de
género, para garantizar la igualdad de oportuni-
dades entre mujeres y hombres, y promover el
adelanto de las mujeres mediante el acceso equi-
tativo a los bienes, recursos y beneficios del des-
arrollo.” Asimismo, en el Artículo 5º, Fracción VII,

9 En cumplimiento de la Plataforma de Acción de Beijing, fueron creados en México los denominados Mecanismos para el Adelanto de las Mujeres, que
en el nivel estatal se llaman Instancias Estatales de las Mujeres en las Entidades Federativas (IMEF) y en el municipal, Instancias Municipales de las Mu-
jeres (IMM). Las 32 entidades federativas cuentan con una Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres y todas tienen una IMEF, la pri-
mera de las cuales se creó en 1985 en el Estado de Guerrero. En 2013, de los 2.461 municipios que existen en el país, 1.726 contaban con una IMM.

10 Artículo 21º de la Ley de Planeación.
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se define la transversalidad de la perspectiva de
género como “el proceso que permite garantizar
la incorporación de la perspectiva de género con
el objetivo de valorar las implicaciones que tiene
para las mujeres y los hombres cualquier acción
que se programe, tratándose de legislación, polí-
ticas públicas, actividades administrativas, eco-
nómicas y culturales en las instituciones públicas
y privadas.” En el PND se incluye una sección de
indicadores de género. El indicador correspon-
diente a la Estrategia Transversal de Perspectiva
de Género es el Índice de Desigualdad de Género
(IDG)11, que refleja la desigualdad de las mujeres
en tres dimensiones: salud reproductiva, empode-
ramiento y mercado laboral (Romero, 2013).

La política nacional en materia de igualdad entre
mujeres y hombres se rige por los objetivos, las
estrategias y las metas que establece el PND, do-
cumento de vigencia sexenal que define la pro-
gramación y el presupuesto de la Administración
pública federal, al cual se vincula PROIGUALDAD
2013-2018, también de vigencia sexenal. En el
año 2001 se formuló el primer Programa Nacional
para la Igualdad de Oportunidades y No Discri-
minación contra las Mujeres (conocido como
PROEQUIDAD), vigente hasta 2006; el segundo,
denominado Programa Nacional para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres, tuvo vigencia entre
2007 y 2012.

En el PND 2013-2018 se proponen tres estrate-
gias transversales:

I) Democratizar la productividad

II) Gobierno cercano y moderno

III) Perspectiva de género

Es la primera vez que se incorpora la perspectiva
de género como eje transversal en las metas y lí-
neas de acción de un Plan Nacional de Desarro-
llo. El PROIGUALDAD 2013-2018 es el
instrumento para cumplir la obligación señalada
en el PND de “contar con una estrategia transver-
sal de perspectiva de género en todos los pro-
gramas, acciones y políticas de gobierno; esto
significa que en los programas sectoriales, espe-
ciales, institucionales y regionales que elaboren
las dependencias de la Administración pública fe-
deral estarán explícitas la perspectiva de género
y las acciones afirmativas (concebidas como me-
didas efectivas, caracterizadas por su dimensión
temporal que inciden en la reducción de las des-
igualdades) que permitan reducir las brechas de
desigualdad entre mujeres y hombres”.

En el PROIGUALDAD “la transversalidad se en-
tiende como un método de gestión pública que
permite aplicar recursos de distintas esferas a un
mismo propósito cuando los objetivos son com-
plejos, traslapan o sobreponen las fronteras orga-
nizacionales funcionales o sectorizadas (…) la
transversalidad es un proceso activo de transfor-
mación en las concepciones y en el abordaje de
un problema público. El valor agregado puede ser
diverso: derechos humanos, sustentabilidad, in-
tersectorialidad e igualdad sustantiva. Como mé-
todo, la transversalidad requiere de una
planeación coordinada entre agencias, actores y
proyectos que comparten objetivos, metas, priori-
dades y permite generar sinergias para respon-
der con flexibilidad a los problemas” (Diario Oficial
de la Federación, DOF, 2013).

11 El IDG se forma con cinco indicadores: tasa de mortalidad materna, tasa de fecundidad adolescente, mujeres y hombres con al menos educación se-
cundaria completa, participación de mujeres y hombres en escaños parlamentarios, y tasa de participación de mujeres y hombres en la fuerza laboral.
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El PROIGUALDAD 2013-2018 tiene como objetivo
general “alcanzar la igualdad sustantiva entre mu-
jeres y hombres, en un marco de respeto irres-
tricto a los derechos humanos de las mujeres y las
niñas, y en un contexto de democracia participa-
tiva, utilizando para ello la planeación, programa-
ción y presupuesto con perspectiva de género,
con el fin de contar con políticas públicas centra-
das en reducir las brechas de desigualdad que
actualmente se observan entre mujeres y hom-
bres.” A su vez, se organiza en seis objetivos trans-
versales –que se vinculan con las metas nacionales
y las líneas de acción del PND en materia de igual-
dad de género– 36 estrategias, 314 líneas de ac-
ción y 18 indicadores con sus respectivas metas
para el año 2018.

Los seis objetivos transversales del PROIGUAL-
DAD 2013-2018 son los siguientes:

1. Alcanzar la igualdad sustantiva entre muje-
res y hombres y propiciar un cambio cultural
respetuoso de los derechos de las mujeres.

2. Prevenir, atender, sancionar y erradicar la
violencia contra mujeres y niñas, y garantizarles
acceso a una justicia efectiva.

3. Promover el acceso de las mujeres al trabajo
remunerado, el empleo decente y los recursos
productivos, en un marco de igualdad.

4. Fortalecer las capacidades de las mujeres
para participar activamente en el desarrollo so-
cial y alcanzar el bienestar.

5. Generar entornos seguros y amigables de
convivencia familiar y social, actividades de

tiempo libre y movilidad segura para las mujeres
y las niñas.

6. Incorporar las políticas de igualdad de gé-
nero en los tres órdenes de gobierno y fortale-
cer su institucionalización en la cultura
organizacional.

A continuación se presenta un listado de objeti-
vos, estrategias y líneas de acción que, dentro del
PROIGUALDAD 2013-2018, pueden contribuir al
empoderamiento económico de las mujeres, aun-
que en ellos no se hace mención a este concepto12.

Objetivo transversal 3. Promover el acceso de las
mujeres al trabajo remunerado, el empleo decente y
los recursos productivos, en un marco de igualdad.

Estrategia 3.1 Incrementar la participación de las
mujeres en el trabajo remunerado.

Líneas de acción:

3.1.1 Fomentar la capacitación laboral para in-
tegrar mujeres en los sectores con mayor po-
tencial productivo.

3.1.2 Promover la certificación de competen-
cias para fortalecer la empleabilidad de las mu-
jeres.

3.1.3 Promover la capacitación de las mujeres
en ocupaciones no tradicionales para ampliar
sus oportunidades y mejorar sus ingresos.

3.1.4 Realizar capacitación laboral para incre-
mentar la inclusión de las mujeres con disca-
pacidad en el sector productivo.

3.1.5 Impulsar incentivos a las empresas que

12 El empoderamiento es definido en el PROIGUALDAD 2013-2018 como “el conjunto de procesos vitales amplios que permiten adquirir capacidades
y habilidades para fortalecer los recursos emocionales, intelectuales, económicos, políticos y sociales que permiten a cada mujer o grupo de mujeres
enfrentar y erradicar las diversas formas de opresión, subordinación y sumisión”.
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contraten al menos 40% de personal femenino
en su plantilla laboral.

3.1.6 Ofrecer incentivos a las empresas que
provean servicios de cuidado infantil a sus tra-
bajadoras y trabajadores.

3.1.7 Generar fuentes de ingresos sostenibles
para mujeres de comunidades con altos nive-
les de marginación.

3.1.8 Generar alternativas de trabajo remune-
rado e ingreso para mujeres jóvenes en situa-
ción de mayor vulnerabilidad.

3.1.9 Establecer medidas que disminuyan el
costo de las empresas por el seguro de mater-
nidad.

3.1.10 Fomentar la igualdad salarial y la pro-
moción de cuadros femeninos en el sector pú-
blico.

Estrategia 3.2 Promover el acceso de las mujeres
al empleo decente.

Líneas de acción:

3.2.1 Impulsar la creación de una instancia en la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS)
para incentivar el cumplimiento del Convenio Nº
100 de la Organización Internacional del Tra-
bajo, OIT13.

3.2.2 Adecuar procedimientos para garantizar la
seguridad social de las mujeres de acuerdo con
sus ciclos laborales.

3.2.3 Garantizar la portabilidad de derechos a la
seguridad social de las mujeres entre los diver-
sos subsistemas.

3.2.4 Promover el derecho de protección social
universal de las mujeres.

3.2.5 Garantizar los derechos laborales de las
mujeres jornaleras agrícolas, sus hijos e hijas, in-
cluyendo salario y seguridad social.

3.2.6 Promover la incorporación de cláusulas
que incluyan los intereses y las demandas de
las mujeres en los contratos colectivos.

3.2.7 Promover acciones afirmativas para faci-
litar la participación de las mujeres sindicaliza-
das en los mecanismos de concertación entre
los sectores productivos.

3.2.8 Promover acciones afirmativas para in-
crementar la participación de las mujeres en
espacios laborales tradicionalmente muy mas-
culinizados.

Estrategia 3.3 Realizar las reformas necesarias al
marco legal y regulatorio para facilitar el acceso
de las mujeres al financiamiento productivo.

Líneas de acción:

3.3.1 Impulsar la creación de la Banca para la
Mujer, como banca de desarrollo con asesoría
financiera, técnica, tecnológica y comercial a
emprendedoras.

3.3.2 Incentivar que las cajas y cooperativas
accedan a los fondos del microfinanciamiento
con esquemas amigables para las mujeres.

3.3.3 Facilitar el acceso al financiamiento y al
capital para emprendedoras.

3.3.4 Impulsar la formación de capacidades
administrativas y financieras de las mujeres

13 México ratificó el 23 de agosto de 1952 el Convenio Nº 100, sobre la igualdad de las remuneraciones, de 1951.
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para desarrollar proyectos productivos.

3.3.5 Consolidar proyectos productivos de mu-
jeres en las micro, pequeñas y medianas em-
presas (PYMES).

3.3.6 Articular cadenas productivas y comer-
ciales de microempresas y PYMES de empren-
dedoras mediante incentivos crediticios,
capacitación y acompañamiento institucional
integral.

3.3.7 Facilitar el acceso de las mujeres a los
créditos y los fondos que promuevan sus posi-
bilidades emprendedoras.

3.3.8 Diseñar proyectos de economía social
para emprendedoras con perspectiva de in-
versión rentable no asistencialista.

3.3.9 Introducir la perspectiva de género en los
contratos constitutivos de los fondos estableci-
dos para proyectos productivos.

3.3.10 Generar las estadísticas económicas
para conocer y evaluar la situación económico
financiera y su impacto en el bienestar de las
mujeres.

Estrategia 3.4 Promover el acceso de las mujeres
a la propiedad de tierra, agua, tecnología e infor-
mación de mercados, para fines productivos.

Líneas de acción:

3.4.1 Promover que los Programas de Certifi-
cación de Derechos y de Mejora Regulatoria in-
crementen el acceso de mujeres a bienes
inmuebles, agua y servicios financieros.

3.4.2 Impulsar la participación de las mujeres
en el sector emprendedor rural por medio de la
asistencia técnica.

3.4.3 Realizar acciones afirmativas para incre-
mentar la participación de las mujeres rurales
en proyectos productivos de alimentos bási-
cos.

3.4.4 Fortalecer las capacidades técnicas, ad-
ministrativas, financieras y gerenciales de las
empresas de las mujeres en la economía so-
cial.

3.4.5 Impulsar proyectos productivos, turísticos
y de conservación del medio ambiente espe-
cialmente para las mujeres indígenas y del sec-
tor rural.

3.4.6 Fortalecer a micro, pequeñas y medianas
empresas artesanales, turísticas, industriales o
agrícolas de mujeres, con asesoría técnica.

3.4.7 Fomentar el acceso de las mujeres a los
financiamientos en las comunidades indígenas.

3.4.8 Impulsar el uso de nuevas tecnologías en
los proyectos productivos diseñados para mu-
jeres.

3.4.9 Fomentar el acceso de las mujeres a los
recursos hídricos.

3.4.10 Promover el uso de la información de los
mercados en los proyectos productivos de las
mujeres.

Estrategia 3.5 Impulsar políticas que favorezcan
la corresponsabilidad entre Estado, empresas y
los y las trabajadoras para desarrollar servicios de
cuidado.

Líneas de acción:

3.5.1 Impulsar la ratificación del Convenio Nº 156
de la OIT14.

3.5.2 Impulsar la conformación de empresas so-
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ciales que brinden servicios de cuidado con es-
quemas mixtos de trabajo remunerado y voluntario.

3.5.3 Fomentar el crecimiento de los servicios
de guarderías y centros de cuidado diario para
dependientes, con horario extendido.

3.5.4 Impulsar la creación de casas de día para
discapacitados, ancianos y enfermos crónicos,
en el sector social y en la asistencia privada.

3.5.5 Fomentar la expedición de licencias de
paternidad para el cuidado de las niñas y los
niños.

3.5.6 Difundir en los centros de trabajo los de-
rechos de los varones a licencias de paterni-
dad y sus responsabilidades domésticas y de
cuidados.

3.5.7 Promover esquemas y horarios de trabajo
que faciliten la conciliación de las responsabi-
lidades laborales con vida personal y familiar.

Estrategia 3.6 Reconocer los derechos laborales
de las personas que realizan trabajo doméstico
remunerado15.

Líneas de acción:

3.6.1 Instrumentar esquemas de protección y
seguridad social para las personas que reali-
zan trabajos domésticos remunerados.

3.6.2 Diseñar esquemas de acceso a los servi-
cios de salud para las trabajadoras domésticas
remuneradas.

3.6.3 Promover la organización mutualista de
las trabajadoras domésticas remuneradas.

3.6.4 Promover la capacitación y la certificación
de las trabajadoras domésticas remuneradas
para mejorar su empleabilidad.

3.6.5 Promover guarderías para los hijos y las
hijas de las trabajadoras domésticas remunera-
das.

3.6.6 Promover el reconocimiento social del tra-
bajo doméstico sea este remunerado o no.

3.6.7 Generar mejores estadísticas sobre el tra-
bajo doméstico remunerado y no remunerado.

Estrategia 3.7 Impulsar políticas que compensen
a las mujeres en relación con el trabajo doméstico
no remunerado y de cuidado que realizan en los
hogares.

Líneas de acción:

3.7.1 Promover los acuerdos del Consenso de
Brasilia sobre reconocimiento del valor social y
económico del trabajo doméstico no remunerado.

3.7.2 Promover políticas y campañas que posi-
biliten la corresponsabilidad familiar en el ám-
bito privado.

3.7.3 Promover programas concurrentes de in-
fraestructura y equipamiento de vivienda para
hogares con jefatura femenina en municipios
prioritarios.

3.7.4 Generar programas que incentiven la
asistencia a la escuela de mujeres adolescen-
tes y jóvenes dedicados al trabajo doméstico
no remunerado.

3.7.5 Consolidar la Encuesta Nacional de Uso

14 El Convenio Nº 156 de la OIT de 1981, sobre los trabajadores con responsabilidades familiares, aún no ha sido ratificado por México.

15 El Gobierno mexicano no ha ratificado el Convenio Nº 189 de la OIT de 2011, sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos.
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del Tiempo como instrumento de sustento para
las políticas públicas de género.

3.7.6 Generar estadísticas con perspectiva de
género sobre el trabajo doméstico no remune-
rado y de cuidado.

Objetivo transversal 4. Fortalecer las capacidades
de las mujeres para participar activamente en el
desarrollo social y alcanzar el bienestar.

Estrategia 4.3 Fortalecer el acceso de las mujeres
a la propiedad de la vivienda.

Líneas de acción:

4.3.4 Diseñar esquemas crediticios y de fomento
para la adquisición de vivienda nueva para las
mujeres jóvenes, solteras y adultas mayores.

Estrategia 4.4 Desarrollar acciones afirmativas para
las mujeres en todos los niveles del sistema edu-
cativo, áreas del conocimiento e investigación.

Líneas de acción:

4.4.4 Impulsar el incremento de las escuelas de
tiempo completo en todo el territorio nacional.

Estrategia 4.6 Fortalecer las capacidades de mu-
jeres residentes en municipios de la Cruzada Na-
cional contra el Hambre (CNCH).

Líneas de acción:

4.6.2 Fomentar la generación de ocupaciones
entre las mujeres pobres, mediante el apoyo a
la creación y la consolidación de proyectos
productivos.

Objetivo transversal 6. Incorporar las políticas de

igualdad de género en los tres órdenes de go-
bierno y fortalecer su institucionalización en la cul-
tura organizacional.

Estrategia 6.5 Orientar y promover las capacida-
des institucionales para cumplir con la Política Na-
cional de Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Líneas de acción:

6.5.1 Estandarizar y normar los contenidos y
métodos para la capacitación y la formación en
políticas de igualdad de género.

6.5.4 Crear y fortalecer las Unidades de Gé-
nero en el monitoreo de las acciones y los pro-
gramas para la igualdad.

Estrategia 6.7 Promover y dirigir el cambio orga-
nizacional a favor de la igualdad y la no discrimi-
nación de género16.

Líneas de acción:

6.7.2 Promover acciones para la corresponsa-
bilidad familia-trabajo en las mujeres y hombres
que se desempeñan como servidores públicos.

6.7.3 Promover el uso de lenguaje incluyente
en los informes y los documentos oficiales.

6.7.5 Fomentar estímulos y recompensas en las
dependencias que promuevan la igualdad y la
paridad.

16 El Gobierno mexicano ratificó en 1961 el Convenio Nº 111 de 1958, sobre la discriminación (empleo y ocupación).
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4. Leyes relacionadas con la situación laboral
de las mujeres y la igualdad de género

A continuación se presenta las leyes que se refie-
ren a la situación laboral de las mujeres y sus de-
rechos como trabajadoras, y a la igualdad de
género, cuyo cumplimiento es obligatorio. Las dis-
posiciones y las medidas no se proponen de ma-
nera explícita el empoderamiento y la autonomía
económica de las mujeres, sin embargo, se con-
sidera que contribuyen a ellos.

ConstituciónPolíticade losEstadosUnidosMexicanos

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al tra-
bajo digno y socialmente útil; al efecto, se promo-
verán la creación de empleos y la organización
social para el trabajo, conforme a la ley.

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados do-
mésticos, artesanos y de una manera general,
todo contrato de trabajo:

V. Las mujeres durante el embarazo no realiza-
rán trabajos que exijan un esfuerzo considera-
ble y signifiquen un peligro para su salud en
relación con la gestación; gozarán forzosa-
mente de un descanso de seis semanas ante-
riores a la fecha fijada aproximadamente para
el parto y seis semanas posteriores al mismo,
debiendo percibir su salario íntegro y conser-
var su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período
de lactancia tendrán dos descansos extraordi-
narios por día de media hora cada uno para ali-
mentar a sus hijos.

VII. Para trabajo igual debe corresponder salario
igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad.

B. Entre los poderes de la Unión, el Gobierno
del Distrito Federal y sus trabajadores:

V. A trabajo igual corresponderá salario igual,
sin tener en cuenta el sexo.

XI. La seguridad social se organizará conforme
a las siguientes bases mínimas. Disposiciones
Constitucionales y Legales en materia de Igual-
dad entre Mujeres y Hombres contempladas en
la Legislación Laboral Federal: c) Las mujeres
durante el embarazo no realizarán trabajos que
exijan un esfuerzo considerable y signifiquen
un peligro para su salud en relación con la ges-
tación; gozarán forzosamente de un mes de
descanso antes de la fecha fijada aproximada-
mente para el parto y de otros dos después del
mismo, debiendo percibir su salario íntegro y
conservar su empleo y los derechos que hu-
bieren adquirido por la relación de trabajo. En
el período de lactancia tendrán dos descansos
extraordinarios por día, de media hora cada
uno, para alimentar a sus hijos. Además, dis-
frutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del
servicio de guarderías infantiles.

Ley Federal del Trabajo17

Artículo 2. Las normas del trabajo tienden a con-

17 Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) del 30 de noviembre de 2012.
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seguir el equilibrio entre los factores de la pro-
ducción y la justicia social, así como propiciar el
trabajo digno o decente en todas las relaciones
laborales. Se entiende por trabajo digno o de-
cente aquel en el que se respeta plenamente la
dignidad humana del trabajador; no existe discri-
minación por origen étnico o nacional, género,
edad, discapacidad, condición social, condicio-
nes de salud, religión, condición migratoria, opi-
niones, preferencias sexuales o estado civil; se
tiene acceso a la seguridad social y se percibe un
salario remunerador; se recibe capacitación con-
tinua para el incremento de la productividad con
beneficios compartidos, y se cuenta con condi-
ciones óptimas de seguridad e higiene para pre-
venir riesgos de trabajo. El trabajo digno o
decente también incluye el respeto irrestricto a los
derechos colectivos de los trabajadores, tales
como libertad de asociación, autonomía, derecho
de huelga y de contratación colectiva.

Se tutela la igualdad sustantiva o de hecho de tra-
bajadores y trabajadoras frente al patrón. La igual-
dad sustantiva es la que se logra eliminando la
discriminación contra las mujeres que menoscaba
o anula el reconocimiento, goce o ejercicio de sus
derechos humanos y las libertades fundamentales
en el ámbito laboral. Supone el acceso a las mismas
oportunidades, considerando las diferencias bioló-
gicas, sociales y culturales de mujeres y hombres.

Artículo 3. El trabajo es un derecho y un deber so-
cial. No es artículo de comercio. No podrán estable-
cerse condiciones que impliquen discriminación
entre los trabajadores por motivo de origen étnico o
nacional, género, edad, discapacidad, condición so-
cial, condiciones de salud, religión, condición mi-
gratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado
civil o cualquier otro que atente contra la dignidad
humana.

Artículo 3 bis. Para efectos de esta Ley se en-
tiende por: a) hostigamiento, el ejercicio del poder
en una relación de subordinación real de la víc-
tima frente al agresor en el ámbito laboral, que se
expresa en conductas verbales, físicas o ambas;
y b) acoso sexual, una forma de violencia en la
que, si bien no existe la subordinación, hay un
ejercicio abusivo del poder que conlleva un es-
tado de indefensión y de riesgo para la víctima,
independientemente de que se realice en uno o
varios eventos.

Artículo 5. Las disposiciones de esta Ley son de
orden público por lo que no producirá efecto
legal, ni impedirá el goce y el ejercicio de los de-
rechos, sea escrita o verbal, la estipulación que
establezca: XI. Un salario menor que el que se
pague a otro trabajador en la misma empresa o
establecimiento por trabajo de igual eficiencia, en
la misma clase de trabajo o igual jornada, por
consideración de edad, sexo o nacionalidad.

Artículo 56. Las condiciones de trabajo basadas
en el principio de igualdad sustantiva entre muje-
res y hombres en ningún caso podrán ser inferio-
res a las fijadas en esta Ley y deberán ser
proporcionales a la importancia de los servicios e
iguales para trabajos iguales, sin que puedan es-
tablecerse diferencias y/o exclusiones por motivo
de origen étnico o nacionalidad, sexo, género,
edad, discapacidad, condición social, condicio-
nes de salud, religión, opiniones, preferencias se-
xuales, condiciones de embarazo,
responsabilidades familiares o estado civil, salvo
las modalidades expresamente consignadas en
esta Ley.

Artículo 86. A trabajo igual, desempeñado en
puesto, jornada y condiciones de eficiencia tam-
bién iguales, debe corresponder salario igual.
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Artículo 164. Trabajo de las Mujeres. Las mujeres
disfrutan de los mismos derechos y tienen las mis-
mas obligaciones que los hombres.

Artículo 165. Las modalidades que se consignan
en este capítulo tienen como propósito funda-
mental la protección de la maternidad18.

Artículo 166. Cuando se ponga en peligro la salud
de la mujer, o la del producto, ya sea durante el
estado de gestación o el de lactancia y sin que
sufra perjuicio en su salario, prestaciones y dere-
chos, no se podrá utilizar su trabajo en labores in-
salubres o peligrosas, trabajo nocturno industrial,
en establecimientos comerciales o de servicio
después de las diez de la noche, así como en
horas extraordinarias.

Artículo 167. Para los efectos de este título, son
labores peligrosas o insalubres las que, por la na-
turaleza del trabajo, por las condiciones físicas,
químicas y biológicas del medio en que se presta,
o por la composición de la materia prima que se
utilice, son capaces de actuar sobre la vida y la
salud física y mental de la mujer en estado de
gestación, o del producto.

Artículo 170. Las madres trabajadoras tendrán los
siguientes derechos: I. Durante el período del em-
barazo, no realizarán trabajos que exijan esfuer-
zos considerables y signifiquen un peligro para su
salud en relación con la gestación, tales como le-
vantar, tirar o empujar grandes pesos, que pro-
duzcan trepidación, estar de pie durante largo
tiempo o que actúen o puedan alterar su estado
psíquico y nervioso; II. Disfrutarán de un des-
canso de seis semanas anteriores y seis poste-
riores al parto. A solicitud expresa de la
trabajadora, previa autorización escrita del mé-

dico de la institución de seguridad social que le
corresponda o, en su caso, del servicio de salud
que otorgue el patrón, tomando en cuenta la opi-
nión del patrón y la naturaleza del trabajo que
desempeñe, se podrá transferir hasta cuatro de
las seis semanas de descanso previas al parto
para después del mismo. En caso de que los hijos
hayan nacido con cualquier tipo de discapacidad
o requieran atención médica hospitalaria, el des-
canso podrá ser de hasta ocho semanas poste-
riores al parto, previa presentación del certificado
médico correspondiente. En caso de que se pre-
sente autorización de médicos particulares, esta
deberá contener el nombre y número de cédula
profesional de quien los expida, la fecha y el es-
tado médico de la trabajadora;. II bis. En caso de
adopción de un infante disfrutarán de un des-
canso de seis semanas con goce de sueldo, pos-
teriores al día en que lo reciban; III. Los períodos
de descanso a que se refiere la fracción anterior
se prorrogarán por el tiempo necesario en el caso
de que se encuentren imposibilitadas para traba-
jar a causa del embarazo o del parto; IV. En el pe-
ríodo de lactancia hasta por el término máximo de
seis meses, tendrán dos reposos extraordinarios
por día, de media hora cada uno, para alimentar
a sus hijos, en lugar adecuado e higiénico que de-
signe la empresa, o bien, cuando esto no sea po-
sible, previo acuerdo con el patrón se reducirá en
una hora su jornada de trabajo durante el período
señalado; V. Durante los períodos de descanso a
que se refiere la fracción II, percibirán su salario
íntegro. En los casos de prórroga mencionados
en la fracción III, tendrán derecho al cincuenta por
ciento de su salario por un período no mayor de
sesenta días; VI. A regresar al puesto que des-
empeñaban, siempre que no haya transcurrido

18 Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) del 30 de noviembre de 2012.
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más de un año de la fecha del parto; y VII. A que
se computen en su antigüedad los períodos pre y
postnatales.

Artículo 171. Los servicios de guardería infantil se
prestarán por el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, de conformidad con su ley y disposiciones
reglamentarias.

Artículo 172. En los establecimientos en que tra-
bajen mujeres, el patrón debe mantener un nú-
mero suficiente de asientos o sillas a disposición
de las madres trabajadoras.

En la Ley Federal del Trabajo solamente existe un
artículo referido al permiso de paternidad:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

XXVII bis. Otorgar permiso de paternidad de
cinco días laborables con goce de sueldo, a los
hombres trabajadores, por el nacimiento de sus
hijos y de igual manera en el caso de la adopción
de un infante.

La legislación se concentra principalmente en la
protección de la maternidad y no establece me-
didas relacionadas con la corresponsabilidad en
el cuidado ni con la conciliación entre la vida la-
boral y las responsabilidades familiares de las mu-
jeres.
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5. Programas y acciones orientados
al empoderamiento económico de las mujeres

Las políticas de igualdad de género son coordi-
nadas por el INMUJERES y su implementación
corresponde a las dependencias de gobierno;
estas tienen la obligación de diseñar, formular y
ejecutar las políticas, los programas y las accio-
nes de acuerdo a las estrategias y los objetivos
del PROIGUALDAD 2013-2018.

Se hizo una primera selección de programas re-
lacionados con el ámbito laboral entre un conjunto
de 106 acciones y programas (distribuidos en 25
dependencias de gobierno en el nivel federal: mi-
nisterios, institutos y comisiones y consejos) co-
rrespondientes a las erogaciones presupuestales
etiquetadas para la igualdad entre mujeres y hom-
bres19. Además, se identificaron los que proponen
la igualdad de género de manera explícita y aque-
llos cuyas medidas y acciones se dirigen a las
mujeres pero sin perspectiva de género y, sin em-
bargo, pueden contribuir a su empoderamiento
económico. Asimismo se consultó la información
resultante de las evaluaciones del Consejo Na-
cional para la Evaluación de la Política de Des-
arrollo (CONEVAL) y de la Comisión Nacional para
los Derechos Humanos (CNDH, 2013).

A partir de la información de los objetivos y las ac-
ciones de los programas se estableció a qué tipo
de restricciones se dirigen –intrínsecas o impues-
tas– y se identificaron las acciones que pueden
contribuir al empoderamiento económico de las

mujeres aunque ese concepto no se especifique
en los objetivos. Para ello se tomaron como base
los siguientes criterios:

a) Acciones que se orientan a incrementar los
recursos y las competencias de las mujeres y a
la promoción y la defensa de sus derechos:

• Acceso a recursos productivos (tierra, agua,
tecnología, bienes de capital).

• Acceso a recursos financieros y al crédito
(para proyectos, para la adquisición de medios
de producción, para el ahorro, donativos).

• Acceso a la información sobre las alternati-
vas de comercialización para los bienes que se
producen.

• Acceso a bienes inmuebles.

• Capacitación: para el trabajo, en oficios no
tradicionales, en gestión y administración de
proyectos.

• Alternativas productivas para la obtención de
ingresos. Identificación, diseño y ejecución de
proyectos productivos para grupos específicos
de mujeres.

• Derechos laborales: seguridad social, sindi-
calización.

• Derechos de las trabajadoras domésticas re-
muneradas.

19 Es preciso mencionar que el monto del presupuesto etiquetado para la igualdad de género entre 2009 y 2011 no ha rebasado el 0,43% del presu-
puesto total (Reyes y Gómez, 2011).
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b) Acciones que se orientan a redefinir las nor-
mas y las instituciones:

• Acciones dirigidas a las dependencias de go-
bierno. Cambio cultural, organizacional y de
procedimientos. Capacitación en género. Cre-
ación de instancias ministeriales responsables
de las políticas de igualdad de género.

• Acciones orientadas a reducir la segregación
ocupacional y los prejuicios sobre la contrata-
ción de mujeres (relacionados con las licencias
de maternidad y las responsabilidades familiares).

• Acciones orientadas a la paridad de género.

• Incentivos y certificaciones a las empresas
por contratación de mujeres, oferta de servicios
de cuidado infantil y personas dependientes,
medidas antidiscriminación e igualdad de gé-
nero, licencias de paternidad. Buenas prácti-
cas laborales.

• Medidas de acción positiva en las empresas
y en las dependencias de la Administración pú-
blica.

• Cambios legales orientados a la igualdad de
género.

De los 24 programas seleccionados, solamente
siete mencionan en los objetivos y/o en las accio-
nes la igualdad de género, la igualdad entre mu-
jeres y hombres, la inserción y la permanencia de
las mujeres en el mercado laboral, su empodera-
miento económico y la conciliación entre la vida
laboral y las responsabilidades familiares. El resto
de los programas (17) no se proponen la igualdad
de género ni el empoderamiento económico de
las mujeres, sin embargo focalizan algunas ac-
ciones que podrían contribuir a él. Existe un pre-
dominio de los programas que promueven la

generación de ingresos mediante proyectos pro-
ductivos, la mayoría de ellos por microcréditos.

Estos programas se dirigen principalmente a mu-
jeres pobres, que viven en comunidades rurales y
tienen un acceso limitado al empleo. Dichas ini-
ciativas productivas representan no solo una
oportunidad de ingreso para ellas, sino la posibi-
lidad de tener mayores niveles de libertad para
salir y moverse, para reunirse y organizarse y ad-
quirir destrezas y conocimientos a los que de otra
manera no tendrían acceso. Las dificultades se
relacionan con la baja cobertura de los progra-
mas, los montos para el financiamiento que de-
terminan la escala de la producción, el acceso al
mercado para los productos, la sobrecarga de tra-
bajo si no se incluyen acciones específicas de
apoyo al trabajo doméstico, al cuidado de las niñas
y los niños y a la redistribución de las responsabili-
dades familiares entre mujeres y hombres.

El CONEVAL critica la poca atención al trabajo no
remunerado de las mujeres y el limitado alcance de
las acciones: “No hay programas que contabilicen
ni compensen el tiempo que las mujeres destinan al
trabajo doméstico y de cuidado (…). La mayoría de
los programas se concentran en actividades de
transversalización; en segundo lugar están los que,
por su descripción, parecen incorporar una pers-
pectiva de género, y, finalmente, los de atención ge-
neral. Los programas clasificados como de
transversalización generalmente se limitan a cam-
pañas, talleres y cursos de capacitación, lo cual
restringe el conocimiento de los resultados a largo
plazo” (CONEVAL, 2014). En el Anexo se presenta
una descripción de los 24 programas selecciona-
dos y se anota el tipo de restricción a la que se
orientan y las acciones que pueden contribuir al
empoderamiento económico de las mujeres.
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En el Cuadro 1 se muestran las características de los siete programas cuyos objetivos se refieren a la
igualdad de género.
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20 Los Núcleos Agrarios se caracterizan por la propiedad social de la tierra; a su población se le denomina como ejidataria o comunera (la que no es
propietaria de tierra social es “avecindada o posesionaria”).
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A continuación se presentan los siete programas
que se han descrito, según las barreras y las res-
tricciones a las que se orientan, tomando como
referencia el esquema propuesto por Kabeer
(2012).

5.1 Programas orientados a las restricciones in-
trínsecas de género (normas, costumbres, creen-
cias y valores).

• Dificultades para conciliar trabajo remune-

rado y no remunerado. La asignación del cui-
dado de las hijas y los hijos a las mujeres cons-
tituye una de las principales barreras de su
ingreso al mercado laboral debido a los pro-
blemas para conciliar el trabajo remunerado y
el no remunerado.

Se identificaron los siguientes programas que in-
cluyen acciones de conciliación:

Programa de Guarderías del Instituto Mexicano
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del Seguro Social (IMSS). El servicio de guarde-
rías es una prestación social a la que tienen ac-
ceso las mujeres y los hombres asalariadas/os,
sin carga económica para ellas/os. El servicio in-
cluye aseo, alimentación, cuidado de la salud,
educación y recreación de los niños y las niñas
entre los 43 días y los 4 años de edad. Los/as pa-
trones/as tienen la obligación, por ley, de financiar
este servicio con la aportación de 1% del salario
que paguen a todos/as sus trabajadores/as. Esta
prestación posibilita la permanencia de las muje-
res en el mercado laboral al facilitar el cuidado de
los hijos y las hijas.

Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a
Madres Trabajadoras. Mejorar las condiciones de
acceso y permanencia en el mercado laboral de
las madres que trabajan, buscan empleo o estu-
dian es la finalidad de este programa que propor-
ciona servicios de cuidado y atención infantil
(para niños de 1 a 4 años o hasta 6 años de edad
si tienen alguna discapacidad). El programa se
focaliza en las mujeres que no tienen acceso a los
servicios de cuidado infantil como prestación la-
boral ni cuentan con ingresos para pagar los ser-
vicios privados. Para ampliar los servicios el
programa incluye la modalidad de Impulso a los
Servicios de Cuidado y Atención Infantil e Incor-
poración a la Red de Estancias Infantiles dirigida
a las personas físicas o morales que deseen es-
tablecer y operar una Estancia Infantil, o que
cuenten con espacios en los que se brinde o pre-
tenda brindar el servicio de cuidado y atención in-
fantil, modalidad que puede representar una
fuente de ingresos para las mujeres que decidan
postular21.

Programa Certificación del Modelo de Equidad de

Género (MEG). Es un sistema de gestión que pro-
porciona herramientas a las empresas, las institu-
ciones públicas y las organizaciones sociales
para revisar sus políticas y sus prácticas internas,
reorganizar y definir mecanismos que incorporen
la perspectiva de género e instrumenten acciones
afirmativas. Las empresas u organizaciones ob-
tienen la Certificación en Equidad de Género una
vez que sus políticas y sus prácticas cumplen con
los criterios definidos en el programa. Entre las ac-
ciones que propone para procurar el balance
entre la vida familiar y laboral se encuentran: pro-
mover acuerdos relacionados con horarios flexi-
bles (jornadas o semana reducidas, flexibilidad
de horario, jornada coincidente con horario esco-
lar, media jornada, teletrabajo, etcétera) para que
hombres y mujeres puedan conciliar mejor su tra-
bajo con las responsabilidades de vida personal
y familiar; brindar facilidades a su personal para
atender acontecimientos o eventos familiares im-
portantes, aun cuando estos coincidan con hora-
rios laborales, siempre y cuando el tipo de trabajo
o responsabilidades lo permitan; permisos retri-
buidos o licencias sin goce de sueldo que garan-
ticen la igualdad de oportunidades para hombres
y mujeres. También propone la licencia o el per-
miso de paternidad, acciones para facilitar la lac-
tancia a las madres.

Programa Políticas laborales para las Mujeres.
Subprograma Norma Mexicana para la Igualdad
Laboral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-
SCFI-2012. Certifica las prácticas para la igual-
dad laboral entre mujeres y hombres en las
empresas. Propone la creación de condiciones
para el trabajo digno, bien remunerado, con ca-
pacitación, con seguridad, libre de toda discrimi-
nación, con corresponsabilidad entre la vida

21 Esta modalidad ha sido muy cuestionada por la baja calidad de las instalaciones y la atención.
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laboral y la vida familiar, que posibilite la realiza-
ción plena de mujeres y hombres. A través de
este programa se otorga el Distintivo Empresa Fa-
miliarmente Responsable a centros de trabajo que
acreditan ser promotores de buenas prácticas la-
borales en materia de los que se definen como
componentes del programa: a) conciliación tra-
bajo-familia; b) igualdad de oportunidades; y c)
prevención del acoso y el hostigamiento sexuales
y la violencia laboral; así como aquellos que in-
cluyen acciones para que las personas trabaja-
doras atiendan y fortalezcan sus relaciones
familiares, laborales y personales. El programa
plantea acciones tales como: compactar la jor-
nada laboral, jornadas de trabajo menores a las
ocho horas diarias o a las 40 semanales, cumplir
con las 40 horas semanales en menor número de
días; adelantar o atrasar las horas de entrada y de
salida; combinar las jornadas u horas de trabajo
en la empresa y en el hogar; y permisos para
atender responsabilidades familiares, para muje-
res y hombres.

• Distribución por sexo del trabajo doméstico y de
cuidado. La rigidez de las actividades asignadas
a mujeres y hombres en el hogar es desventajosa
para las mujeres porque dificulta su inserción y su
permanencia en el mercado laboral.

No se identificó ningún programa relacionado
con la modificación de la división sexual del tra-
bajo en el hogar ni con la redistribución del tra-
bajo doméstico y de cuidado entre mujeres y
hombres.

• Creencias sobre el tipo de trabajo que hom-
bres y mujeres pueden realizar en la esfera pro-
ductiva (el mercado). Las ideas y las creencias
sobre las actividades, las ocupaciones y los
sectores en los que deben ocuparse las muje-

res y los hombres constituyen una barrera para el
ingreso de las mujeres al mercado laboral y limi-
tan sus opciones de ocupación.

Programa Políticas Laborales para las Mujeres.
Subprograma Norma Mexicana para la Igualdad
Laboral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-
SCFI-2012 (ya descrito). Propone acciones orien-
tadas a apoyar y promover en las políticas de
reclutamiento de recursos humanos la ocupación
de mujeres y hombres en sectores, áreas, puestos
y funciones no tradicionales para su sexo, o en los
que se identifique que están subrepresentadas/os
o infrarrepresentadas/os.

Programa de la Mujer en el Sector Agrario (PRO-
MUSAG). Las aportaciones directas a grupos de
mujeres rurales para la implementación de pro-
yectos productivos proporcionan a aquellas de
bajos ingresos acceso al financiamiento, a la ca-
pacitación y la asistencia técnica para la imple-
mentación de proyectos productivos. Facilita el
acceso de las mujeres a la realización de activi-
dades en un medio muy masculinizado como el
rural y en actividades en las cuales predominan
los hombres, como la ganadería, por ejemplo. El
programa abre la posibilidad del desarrollo de ac-
tividades agrícolas más allá del traspatio.

• Existencia de estereotipos de género y la atri-
bución de distintas capacidades y actividades
a hombres y mujeres.

Programa Políticas laborales para las Mujeres.
Subprograma Norma Mexicana para la Igualdad
Laboral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-
SCFI-2012 (ya descrito). Propone la sensibiliza-
ción dentro y fuera de la empresa; impulsar hacia
el interior y el exterior de la empresa el compro-
miso explícito con el objetivo de la equidad de gé-
nero y el combate a todas las formas de
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marginación y discriminación sexual, por ejemplo,
incorporando los conceptos en la misión y la vi-
sión de las empresas; aplicar políticas, programas
o acciones enfocados a promover entre el perso-
nal de la empresa los valores fundamentales del
enfoque de género: igualdad de oportunidades,
equidad, justicia entre mujeres y hombres, etcé-
tera; diseñar regulaciones para prever y sancio-
nar las prácticas de marginación sexual y contar
con mecanismos eficientes para su aplicación.

5.2 Programas orientados a las restricciones de
género impuestas (derivadas de la existencia de
instituciones que reproducen las desigualdades
de género: Estado y mercado).

• Preferencia de los/as empleadores/as por los
trabajadores hombres, así como la discrimina-
ción y los prejuicios con respecto a la dedicación
de las mujeres al trabajo, a sus capacidades, a
los costos de la maternidad, entre otros. Esta
es una de las barreras para el ingreso y la per-
manencia de las mujeres en el mercado laboral.

Programa Certificación del Modelo de Equidad de
Género (MEG). Este programa, ya descrito, con-
tiene medidas para el reclutamiento de personal
congruentes con las políticas de equidad de gé-
nero y la utilización de procedimientos equivalen-
tes al compromiso de no discriminación. Se refiere
también a los anuncios o las convocatorias de
puestos vacantes, los cuales deben mostrar el
compromiso con la equidad de género y la igual-
dad de oportunidades, y alentar a hombres y mu-
jeres a calificar para dichos puestos, sin contener
especificaciones como sexo, edad, buena pre-
sencia, particularidades físicas, situación familiar,
o alguna otra que pudiera originar discriminación.
En el programa se propone a las empresas y las
organizaciones la prohibición de la solicitud de

exámenes de gravidez al contratar mujeres y ase-
gurar la eliminación de prácticas discriminatorias
como la no contratación de mujeres debido a su
embarazo. Las empresas y las organizaciones
deben vigilar la participación equitativa de muje-
res y hombres en programas de capacitación me-
diante algún mecanismo de control que permita
conocer las horas de capacitación recibidas por
cada persona y el registro de los cursos tomados.

Programa Políticas Laborales para las Mujeres.
Subprograma Norma Mexicana para la Igualdad
Laboral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-
SCFI-2012 (ya descrito). La sensibilización sobre
el problema de la “doble presencia” es una de las
medidas orientadas a dar a conocer entre los/as
empleadores/as las barreras que enfrentan las
mujeres para conciliar la vida laboral y la familiar.
Este programa busca desarrollar hacia el interior
y el exterior de las empresas el compromiso ex-
plícito con el objetivo de conciliar la vida laboral
con la vida familiar, por ejemplo, adaptando o in-
corporando los conceptos en la misión y la visión,
y aplicando políticas, programas o acciones en-
focados a promover entre el personal, con espe-
cial énfasis en el que tiene mayor carga de
responsabilidades familiares, los valores del cum-
plimiento con las responsabilidades laborales y
familiares.

• Prejuicios de los/as empleadores/as con res-
pecto al desempeño y el ascenso de las mujeres
por considerarlas fuerza de trabajo secundaria.
Estos prejuicios constituyen una barrera a la
permanencia de las mujeres en el mercado la-
boral y las relega a puestos de menor jerarquía.

Programa Políticas Laborales para las Mujeres.
Subprograma Norma Mexicana para la Igualdad
Laboral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-
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SCFI-2012 (ya descrito). Este programa propone
a las empresas contar con esquemas y cláusulas
que regulen el acceso de las mujeres y de los
hombres a los cargos de mayor complejidad je-
rárquica (cargos directivos) y funcional de las em-
presas; establecer mecanismos que favorezcan
el desarrollo de las carreras profesionales de las
mujeres con especial énfasis en aquellos cargos
donde las brechas respecto de los hombres sean
mayores; desarrollar políticas afirmativas orienta-
das a cerrar las brechas principales en el acceso
de las mujeres a los cargos de mayor responsa-
bilidad. Propone también a las empresas des-
arrollar políticas o acciones afirmativas enfocadas
a cerrar la brecha en las diferencias salariales y
el acceso a las compensaciones y demás incen-
tivos económicos, así como introducir cláusulas
que rechacen la discriminación sexual en el ac-
ceso al salario y los demás beneficios económi-
cos extrasalariales.

• Normas culturales y regulaciones legales que
establecen el acceso y el control de recursos
(tierras, capital, crédito, tecnología, etcétera).

Programa Empoderamiento para mujeres de
micro, medianas y pequeñas empresas turísticas
con enfoque de igualdad de género. Este pro-
grama ofrece un portafolio conjunto de productos
crediticios y de acceso a recursos de capital y
crédito para mujeres empresarias. Obtiene el fi-
nanciamiento para microempresas de mujeres por
medio del Programa Nacional de Financiamiento
al Microempresario y el fondo Mujer Emprende de
la Secretaría de Economía.

Programa de la Mujer en el Sector Agrario (PRO-
MUSAG) (ya descrito). El programa se orienta a la
obtención de ingresos mediante la implementa-
ción de proyectos productivos manejados por mu-
jeres del medio rural. Los grupos de mujeres
tienen acceso a: asesoría técnica para la elabo-
ración del proyecto y el ingreso al proceso de se-
lección; capacitación sobre temas relativos a sus
derechos y obligaciones como beneficiarias; y a
herramientas para la adecuada puesta en marcha
del proyecto productivo. El programa incluye la
supervisión para asegurar la supervivencia del
proyecto.
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La creación de un marco jurídico, la construcción
de una institucionalidad y la asignación de recur-
sos indican que la igualdad de género se ha in-
corporado no solo en la agenda pública y en la
de gobierno, sino también en los discursos. Es in-
negable que actualmente el concepto se encuen-
tra integrado como cualidad o propósito en los
planes de desarrollo y en las políticas y los pro-
gramas de las diferentes dependencias de la Ad-
ministración pública. Sin embargo, no se ha
logrado una transformación sustancial de las re-
laciones en las que se sustenta esa desigualdad.
Así se percibe en el Índice de Desigualdad de
Género con datos de 2012: México registra mayor
desigualdad que Chile, Argentina y Uruguay. Por
otro lado, de acuerdo con el Índice de Equidad
de Género, ocupa el lugar 79 entre 186 países;
según el Índice de Brecha Global de Género, está
en la posición 91 de una lista de 134; y, final-
mente, conforme al Índice de Oportunidades Eco-
nómicas de las Mujeres22 se ubica en el lugar 41
de 113 (CONEVAL, 2013). Las desigualdades en
el mercado laboral y las brechas salariales y de
participación se mantienen y la presencia de las
mujeres en las instancias de toma de decisiones
es aún insuficiente

Llevar a la realidad el listado de estrategias, ob-
jetivos y acciones del Plan Nacional de Desarrollo
(PND) y del PROIGUALDAD 2013-2018 requiere
voluntad política, decisión, comprensión del con-
cepto de género y de lo que significa la integra-

ción de las políticas de igualdad de género en un
cuerpo coherente y articulado de medidas en los
diferentes ámbitos del quehacer gubernamental.
También, es preciso reconocerlo, requiere la par-
ticipación y el consenso de una diversidad de ac-
tores comprometidos con las modificaciones que
necesariamente se han de llevar a cabo para
hacer de la agenda de igualdad de género una
realidad en la vida cotidiana de mujeres y hom-
bres.

La revisión de los programas muestra una brecha
significativa entre los avances en la concepción,
la fundamentación y la justificación de las políti-
cas y los proyectos para la igualdad de género y
las acciones propuestas para lograrla. Es muy li-
mitado el conjunto de programas que se propo-
nen la igualdad de género frente al predominio de
las acciones dirigidas a las mujeres en las que
subyace la idea de que si ellas son la “población
objetivo”, ya se ha cumplido con la incorporación
del enfoque de género. Se observa que aún está
muy extendida la concepción de las mujeres
como personas “vulnerables” que requieren aten-
ción focalizada, especialmente las más pobres.
Los programas que buscan favorecer o incentivar
la inserción de las mujeres en el mercado laboral
se inscriben entre las estrategias de combate a la
pobreza y de generación de ingresos mediante la
implementación de proyectos productivos de pe-
queña escala. Sin embargo, no se puede deses-
timar el potencial que las acciones de este tipo

6. Conclusiones y sugerencias

22 El Índice de Desigualdad de Género –así como el Índice de Potenciación de Género– es desarrollado y publicado por el PNUD; el Índice de Equidad
de Género, por el Instituto de Estudios Sociales de la Universidad Erasmus de Rotterdam; el Índice de Brecha Global de Género, por el Foro Económico
Mundial; y el Índice de Oportunidades Económicas de las Mujeres, por la Unidad de Inteligencia Económica.

Políticas públicas que promueven el empoderamiento económico de las mujeres en México 35



tienen como detonantes de procesos de empo-
deramiento económico.

La nula atención a las tensiones y las dificultades
que representa el trabajo doméstico y de cuidado
para la inserción laboral de las mujeres es el de-
nominador común de los programas que plantean
entre sus objetivos la igualdad de género; es
decir, permanece intocado uno de los aspectos
centrales de esa desigualdad. Las políticas pú-
blicas para la conciliación entre la vida laboral y la
familiar constituyen el gran vacío en las políticas
para la igualdad de género en el mercado laboral
en México. Desde la perspectiva feminista, a
menos que haya una clara redistribución con los
hombres, dichas políticas continuarán dirigién-
dose a las mujeres y no contribuyen a la igualdad
de oportunidades. Como plantea Sonia Montaño,
“no podemos tener políticas de empleo si no te-
nemos buenas políticas de conciliación en el nivel
privado y no podemos tener buenas políticas de
familia si no hay empleo.” De ahí la necesidad de
iniciar un proceso de debate público sobre las
desigualdades de género en el ámbito laboral y

su relación con el hogar y sus integrantes. Es ne-
cesario plantear como prioridad la intervención
gubernamental con la finalidad de convertir la
conciliación con corresponsabilidad social en ob-
jeto de las políticas públicas.

El recuento de las políticas y la revisión de los pro-
gramas pusieron en evidencia la necesidad de un
sistema nacional de evaluación de las políticas
públicas desde la perspectiva de género y, tam-
bién, del impacto de las políticas de igualdad de
género. Las evaluaciones que realiza el CONE-
VAL de las políticas de desarrollo social tienen el
gran defecto de que no contienen datos desagre-
gados por sexo e ignoran el enfoque de género.

Otro aspecto a considerar es la realización de un
balance del rol y la efectividad de las Unidades
de Género por las dependencias gubernamenta-
les que las han creado. Es necesaria la modifica-
ción de la ubicación jerárquica23 de las oficinas,
departamentos o Unidades de Género en las Se-
cretarías (Ministerios) y la asignación suficiente de
recursos para la igualdad de género.

23 Es necesario mencionar que en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social la dependencia responsable de las políticas de igualdad de género se de-
nomina Dirección de Políticas Laborales para la Mujer y la Infancia y es parte de la Dirección General de Inclusión Laboral y Trabajo de Menores.
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Anexo
Programas relacionados con las mujeres

en el ámbito laboral y con la igualdad de género
1. Programa Certificación del Modelo de Equidad de Género (MEG). Sistema de gestión con perspectiva
de género. Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES)

Fecha de inicio: 2003. Reformulado en 2012.
Restricciones a las que se orienta: intrínsecas e impuestas. Acciones para el empoderamiento eco-
nómico: buenas prácticas laborales, cambios en los procedimientos de las organizaciones, modifi-
cación de creencias y valores, conciliación de la vida laboral y la familiar, desarrollo profesional.
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2. Programa Políticas laborales para las mujeres. Subprograma: Norma Mexicana para la Igualdad La-
boral entre Mujeres y Hombres NMX-R-025-SCFI-2012. Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS)

Fecha de inicio: 2009. Norma modificada en 2012. Presupuesto: 22,85 millones de pesos (2013).

Restricciones a las que se orienta: intrínsecas e impuestas. Acciones para el empoderamiento eco-
nómico: buenas prácticas laborales, cambios en los procedimientos de las organizaciones, modifi-
cación de creencias y valores, conciliación vida laboral y la familiar, desarrollo profesional.
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3. Programa Fomento de la equidad de género y la no discriminación en el mercado laboral. Secretaría
del Trabajo y Previsión Social (STPS)

Fecha de inicio: 2008. Presupuesto: 18,7 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico: buenas prácti-
cas laborales, estímulos para combatir la discriminación y el hostigamiento sexual en los centros de trabajo.

4. Programa Empoderamiento para Mujeres de Micro, Medianas y Pequeñas Empresas Turísticas con
Enfoque de Igualdad De Género. Secretaría de Turismo (SECTUR)

Fecha de inicio: 2013. Presupuesto: 14,5 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico: ac-
ceso al crédito, capacitación.
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5. Programa de la Mujer en el Sector Agrario (PROMUSAG). A partir de enero de 2014 se denomina Pro-
grama de Apoyo para la Productividad de la Mujer Emprendedora (PROMETE) y es responsabilidad de
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA)

Fecha de inicio: 2002. Presupuesto: 1.014,93 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al financiamiento e ingresos, capacitación, asesoría técnica.
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6. Programa de Guarderías. Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS)

Fecha de inicio: 1946. Presupuesto: 9.294,1 millones de pesos (2014). Restricciones a las que
se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico: acceso a servicios de cuidado
infantil, incorporación y permanencia de las mujeres en el mercado laboral.

7. Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres Trabajadoras. Secretaría de Desarrollo Social
(SEDESOL)

Fecha de inicio: 2007. Presupuesto: 3.807,5 millones de pesos (2015).
Restricciones a las que se orienta: intrínsecas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso a servicios de cuidado infantil, incorporación y permanencia de las mujeres en el mercado laboral.
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8. Programa Organización Productiva para Mujeres Indígenas (POPMI). Comisión Nacional para el Des-
arrollo de los Pueblos Indígenas (CDI)

Fecha de inicio: 2004. Presupuesto: 443,8 millones de pesos (2013).
Restricciones a la que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
obtención de ingresos y participación en la toma de decisiones.
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9. Programa Fideicomiso del Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales (FOMMUR). Secretaría de
Economía (SE)
Fecha de Inicio: 1998. Presupuesto: 204,9 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al crédito, generación de ingresos, capacitación.
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10. Programa Opciones Productivas (POP). Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL)

Fecha de inicio: 2003. Presupuesto: 429,9 millones de pesos (2013).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al financiamiento, generación de ingresos, capacitación.
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11. Programa Fondo Nacional de Apoyos para Empresas en Solidaridad (FONAES). SubprogramaApoyo
en efectivo para abrir o ampliar un negocio de mujeres. Secretaría de Economía (SE)
Fecha de Inicio: 1992. Presupuesto: 550 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al financiamiento, generación de ingresos, capacitación.

12. Programa Nacional de Financiamiento al Microempresario (PRONAFIM). Secretaría de Economía (SE)

Fecha de inicio: 2001. Presupuesto: 72 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al financiamiento, capacitación, asesoría técnica.
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13. Programa Seguro de Vida para Jefas de Familia (SVJF). Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL)
Fecha de inicio: 2013. Presupuesto: 1.015,2 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas.
Acciones para el empoderamiento económico: ninguna.

14. Programa de Empleo Temporal (PET). Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), Secretaría de Comunicaciones (SC), Secretaría deAgricultura,
Pesca y Acuacultura (SAGARPA), Comisión Nacional Forestal (CONAFOR), Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social (STPS)

Fecha de inicio: 1997. Presupuesto: 1.340,9 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
generación de ingresos a través de proyectos.
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15. Programa de Inclusión Social (PROSPERA). Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL)
Fecha de inicio: este programa sustituye a partir de 2014 al Programa de Desarrollo Humano Oportunidades
y al Programa PROGRESA que se inició en 1997. Presupuesto: 39.862,6 millones de pesos (2015).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso a servicios financieros, acceso al empleo.
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16. Programa de Apoyo al Empleo (PAE). Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) y Servicio Na-
cional de Empleo (SNE)

Fecha de inicio: 2002. Presupuesto: 1.233,9 millones de pesos (2014).
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
capacitación.

17. Programa Ferias de Empleo. Servicio Nacional de Empleo (SNE) de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social (STPS)

Fecha de inicio: 2002. Presupuesto: dato no disponible.
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Accione para el empoderamiento económico:
acceso al empleo.
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18. Programa de Movilidad Laboral México – Canadá. Servicio Nacional del Empleo (SNE) de la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social (STPS)

Fecha inicio: 2009. Presupuesto: dato no disponible.
Restricciones a la que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al empleo.

19. Programa Jornadas de Fortalecimiento a la Em-
pleabilidad de las y los Jóvenes Indígenas Universita-
rios. Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS)

Fecha inicio: dato no disponible.

Presupuesto: dato no disponible.

Restricciones a las que se orienta: impuestas. Ac-
ciones para el empoderamiento económico: ca-
pacitación para la implementación de proyectos.

Políticas públicas que promueven el empoderamiento económico de las mujeres en México 51



20. Programa de Movilidad Laboral de Jóvenes México-Canadá. Secretaría de Gobernación (SEGOB),
Instituto Nacional de Migración (INM), Gobierno de Canadá

Fecha de inicio: 2010. Presupuesto: dato no disponible. Restricciones a las que se orienta:
impuestas. Acciones para el empoderamiento económico: capacitación para el trabajo.

21. Programa Talleres para Buscadores de Empleo. Servicio Nacional de Empleo (SNE) de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social (STPS)

Fecha inicio: dato no disponible. Presupuesto: dato no disponible. Restricciones a la que se orienta:
impuestas. Acciones para el empoderamiento económico: información, acceso al empleo.
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22. Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales. Servicio Nacional del Empleo (SNE) de la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social (STPS), Gobierno de Canadá.

Fecha de inicio: 1974. Presupuesto: dato no disponible.
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
acceso al empleo.

23. Programa de Capacitación a Distancia para Trabajadores (PROCADIST). Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social de México (STPS), Organización Internacional del Trabajo (OIT), Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes (SCT)
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Fecha de inicio: 2005. Presupuesto: dato no disponible.
Restricciones a las que se orienta: impuestas. Acciones para el empoderamiento económico:
capacitación para el trabajo.
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